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TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL / RESPUESTA EXTEMPORÁNEA AL CONTESTAR LA DEMANDA / CARÁCTER RESIDUAL DE LA ACCIÓN DE TUTELAS / INTERPRETACIÓN RAZONABLE / CONFIRMA / “Están pues los jueces autorizados para interpretar las normas en las que edifican sus decisiones y por ende, el ejercicio de tal facultad no constituye una vía de hecho que justifique la intervención del juez constitucional cuando sus apreciaciones no coinciden con las de las partes, a menos de revelarse arbitrarias, abusivas o caprichosas, en los términos indicados en la jurisprudencia antes transcrita.”

(…)

Del contenido de tal disposición surge que es la designación hecha por el juez y aceptada por el apoderado, la que autoriza la intervención de  tal profesional en el proceso, sin que requiera, para tal efecto, del reconocimiento de personería para actuar. 

De aceptarse, en gracia de discusión, que providencia en tal sentido ha debido producirse, esa omisión ni siquiera tendría la virtud de suspender el término de traslado para responder la demanda que corría, de acuerdo con el último inciso del artículo 152 del CGP que dice en lo pertinente: “Cuando se trate de demandado… y el término para contestar la demanda… no haya vencido, el solicitante deberá presentar, simultáneamente la contestación de aquella… y la solicitud de amparo; si fuere el caso de designarle apoderado, el término para contestar la demanda… se suspenderá hasta cuando este acepte el encargo”. Es decir, el término de que se trata solo se suspende desde cuando se solicita el amparo hasta cuando el apoderado acepta la designación y eso fue lo que acaeció en este caso.

Y el anterior comentario se trae a colación porque lo que en últimas pretende la aquí accionante es que a raíz de la nulidad procesal que considera se configuró, se dé trámite al escrito por medio del cual  dio respuesta a la demanda de manera extemporánea y se le reconozcan las mejoras que alegó el apoderado que la representa en amparo de pobreza. 

No se vislumbra entonces situación excepcional en las decisiones adoptadas por la jueza accionada que justifique la intervención del juez constitucional, toda vez que las conclusiones  a que sobre los puntos planteados llegó, no se tornan contrarias al ordenamiento constitucional. 

Se pretende con la acción propuesta, replantear una situación que fue valorada y definida por la jurisdicción ordinaria, usando la acción de amparo como medio para obtener la modificación de las providencias que le resultaron adversas, lo que no resulta posible en razón al carácter residual que la caracteriza y que no admite la discusión de asuntos que son propios de la competencia de jueces ordinarios.

Modificar las providencias porque la aquí demandante no está de acuerdo con ellas, implicaría invadir la independencia del juez, la desconcentración y autonomía que caracterizan la administración de justicia, de acuerdo con el artículo 228 de la Constitución Nacional.”

Citación jurisprudencial: Sentencia C-543 de 1992. / Sentencia T-307 de 2015. / Sentencia SU-241 de 2015. / Sentencia T-428 de 2007. / 
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA


Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, octubre cinco (5) de dos mil dieciséis (2016)             

        Acta No. 484 de 5 de octubre de 2016

Expediente No. 66045-31-89-001-2016-00107-01
Procede la Sala a resolver la impugnación que formuló la señora Damaris de Jesús López Isaza, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía, el 17 de agosto último, en la acción de tutela que aquella promovió contra el Juzgado Promiscuo Municipal de Santuario, a la que fueron vinculados los abogados Rogelio Morales Ramírez y Roberto Tejada Mejía y el señor Carlos Arturo Mesa Grajales. 
ANTECEDENTES

1.- Relató la accionante los hechos que admiten el siguiente resumen: 

1.1 El 25 de noviembre de 2015 su ex esposo, Carlos Arturo Mesa Grajales, presentó demanda ante el Juzgado Único Promiscuo Municipal de Santuario, Risaralda, en la que solicitó la división de bienes comunes, ya que son coopropietarios (sic) o comuneros del inmueble relacionado en dicha demanda.
1.2 El 9 de febrero de 2016 solicitó amparo de pobreza y por auto del 9 de marzo siguiente, el juzgado designó al abogado Roberto Tejada Mejía como su apoderado; este aceptó el cargo el 31 del mismo mes, pero como el escrito contenía un error, el despacho de conocimiento no lo aceptó y debió enviar una nueva aceptación el 5 de abril. En esta última fecha le fue notificado el auto que admitió la demanda y presentó el escrito de contestación el 14 de abril, pasado un día del término con que contaba para ese fin.  
1.3 En la contestación, el citado abogado solicitó “se le bastanteara personería para actuar, lo cual no sucedió”; en el primer auto que dictó el despacho después de la contestación, el 2 de mayo de 2016,  decretó la venta del inmueble en pública subasta y dispuso que los gastos comunes se harían en proporción a la cuota o parte, cuando el artículo 154 del Código General del Proceso consagra la gratuidad para quienes están amparados por pobre.

1.4 El abogado que la representa esperaba que se le concediera personería para actuar cuando contestó la demanda, ya que es costumbre que se haga en el primer auto de sustanciación.
1.5 Por auto del 29 de junio del año que corre, el juzgado negó la solicitud de nulidad formulada “por falta de personería hacia el abogado” y decidió corregir “el vicio que se presentó cuando condenó a la demandada a pagar los gastos comunes en proporción a sus cuotas”

1.6 Como sustento para no declarar la nulidad rogada, se dijo que como fue el mismo juzgado el que designó el abogado a la demandada, no resultaba necesario reconocerle personería, “pues la misma se entiende intrínseca…, pues fue allí donde se le (lo) facultó para actuar como apoderado de la contraparte dentro de las presentes diligencias…”, lo que considera es “una forma especulativa, de la funcionaria, pues en ninguna parte de la jurisprudencia se encuentra estipulado lo que ella ha escrito.
1.7 Invirtió dineros de su peculio para la reparación del inmueble objeto de litigio, los cuales ascienden a la suma de $12.000.000, mejoras que no fueron reconocidas por el juzgado a pesar de haberlas solicitado el abogado en la contestación de la demanda.
1.8 El abogado designado por el despacho, interpuso recurso de reposición contra el auto que negó la nulidad,  el que se resolvió de manera desfavorable el 21 de julio de este año.
1.9 Se agotaron en su totalidad las herramientas jurídicas al alcance, de acuerdo al Código General del Proceso. Sin embargo, ante la negativa del juzgado a tener en cuenta las mejoras realizadas al inmueble en cuestión, recurre a este instrumento constitucional para defender los derechos incoados. 
2.- Considera vulnerados sus derechos al debido proceso, a la administración de justicia y al acceso a la justicia. Para obtener su protección, solicita se ordene al Juzgado Único Promiscuo Municipal de Santuario, Risaralda, suspender el proceso divisorio de bienes comunes hasta que se resuelva esta acción, decretar la nulidad de todo lo actuado a partir del momento en que su apoderado aceptó la representación en el amparo de pobreza y se le reconozcan las mejoras alegadas en la contestación de la demanda, siempre y cuando estas sean comprobadas mediante inspección judicial, con perito para su respectivo avalúo, declaraciones de testigos y pruebas documentales que se reciban en esa diligencia.
A C T U A C I Ó N     P R O C E S A L

1.- Por auto del pasado 4 de agosto se admitió la acción; se ordenó como medida previa la suspensión del proceso divisorio en el que encuentra la accionante lesionados sus derechos y se decretó la práctica de inspección judicial al expediente contentivo de dicho proceso. Posteriormente se ordenó vincular a los abogados Rogelio Morales Ramírez y Roberto Tejada Mejía y al señor Carlos Arturo Mesa Grajales.
2.- En el trámite de la acción de tutela, se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 La funcionaria accionada lo hizo respecto de cada uno de los hechos de la tutela, los que aceptó parcialmente; se opuso a las pretensiones y solicitó “negar por improcedente” (sic) el amparo constitucional, pues las decisiones que ha adoptado “han sido acorde a la ley y en derecho”. Manifestó que el apoderado judicial  designado  en amparo de pobreza dejó vencer los términos para responder la demanda, por tanto la misma se tuvo como no contestada y las mejoras alegadas por la accionante no pudieron ser tenidas en cuenta. Citó jurisprudencia de la Corte Constitucional sobre la procedencia excepcional de la acción de tutela contra providencias judiciales y el tema de la personería jurídica para actuar dentro de un proceso.
2.2 El abogado Roberto Tejada Mejía indicó que solicitó nulidad a partir del auto de la notificación de la demanda de división de bienes comunes, con fundamento en el derecho al debido proceso, alegó que el despacho judicial de Santuario, al dictar su primer auto en mayo 2 del año en curso, no le concedió la personería que solicitó al contestar el libelo, cuando es costumbre que así se proceda y su concepto es “que la costumbre hace ley”, principio aplicado desde hace mucho tiempo. La funcionaria accionada negó la solicitud de nulidad y el recurso de reposición interpuesto, por lo que aconsejó a la actora “entutelará (sic) sus derechos constitucionales al debido proceso”. Considera que la accionante no tiene “por qué” (sic) pagar los errores de él y los del despacho, y tienen derecho a que se le reconozcan las mejoras que plantó con su propio peculio, de acuerdo a lo solicitado en la contestación de la demanda.
2.3 Los demás vinculados guardaron silencio.

3.- Se puso término a la instancia con sentencia de 17 de agosto de este año en la que se declaró la improcedencia del amparo solicitado. Para decidir así, el funcionario de primera instancia empezó por referirse a los requisitos generales y específicos de procedibilidad de la acción de tutela contra providencias judiciales, citó jurisprudencia sobre el tema, específicamente la sentencia T-125 de 2012 e hizo un resumen de lo acaecido en el proceso.
Explicó por qué, a su juicio, se encuentran satisfechos algunos de los requisitos generales de procedencia de la tutela contra providencias judiciales. Luego indicó que este Tribunal, el 4 de mayo de 2000, confirmó la sentencia de separación de bienes entre los esposos Damaris de Jesús López Loaíza y Carlos Arturo Mesa Grajales y el despacho a su cargo, mediante sentencia del 29 de marzo de 2007, aprobó el trabajo de partición realizado en la liquidación de la sociedad conyugal que incluye el inmueble en litigio, de donde concluye que no desconoce la demandante la puesta en marcha de la jurisdicción ordinaria para que se le reconociera un derecho, “y ahora, su anterior demandado, demandó la determinación de ese mismo derecho, lo cual no ha sido una conducta sorpresiva para la tutelante”. Por lo expuesto, afirmó, “el despacho no encuentra que   concurran los requisitos generales y, tan solo al menos una, de las causales específicas de procedibilidad en el caso concreto, para declarar la procedencia del amparo tutelar”.
4.- La accionante, inconforme con esa decisión, la impugnó. Expuso en síntesis que el juez de tutela acepta que la accionada no tuviera en cuenta los términos legales, sino los que a su parecer quiso tomar; no hizo referencia a la falta de reconocimiento de personería jurídica de su abogado, el que este extraño (sic) y esperó para responder  la demanda; en relación con el proceso de separación de bienes y liquidación de la sociedad conyugal a que se refirió el juzgado, indicó que el mismo no se había finiquitado y de él no se había vuelto a hablar; estaba tranquila porque su esposo “no se interesó en molestarme en mi propiedad”; las razones por las que consideró el juzgado que no se le vulneró el derecho al debido proceso, no están motivadas; no consideró su solicitud para que se le cambiara de abogado; los jueces deben ser garantistas, sin embargo no fue escuchada cuando le manifestó que el abogado designado no quería defenderla y “no continuaría el caso”; por esas razones ha debido suspender los términos y garantizarle un defensor, sin embargo la dejó desamparada y permite que su esposo, después de abandonar sus hijas por veintitrés años, regrese a quitarles lo que con gran trabajo ha conseguido.
C O N S I D E R A C I O N E S 
1.- El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todos los ciudadanos por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2.- La Corte Constitucional en sentencia C-543 de 1992 declaró inconstitucional el artículo 40 del Decreto 2591 de 1991 que autorizaba la tutela contra providencias judiciales. A pesar de ello, enseñó inicialmente que el amparo resultaba procedente cuando se incurría en vía de hecho, concepto que ha desarrollado a lo largo de su jurisprudencia hasta sintetizar los requisitos generales y las causales específicas de procedibilidad de la solicitud de amparo frente a esa clase de decisiones. 

Así entonces ha enlistado como condiciones generales de procedencia, que deben ser examinadas antes de pasar al análisis de las causales específicas, las siguientes:  “(i) Que la cuestión que se discuta tenga una evidente relevancia constitucional; (…) (ii) Que se hayan agotado todos los medios de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable;(…) (iii) Que se cumpla con el requisito de la inmediatez;(…) (iv) Que, tratándose de una irregularidad procesal, quede claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora. (…) (v) Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados, y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible;(…) y (vi) Que no se trate de sentencias de tutela (…)”
.
Superado ese primer análisis, la Corte ha identificado como causales específicas de procedibilidad de la acción, las siguientes: “7.1.- Defecto orgánico: ocurre cuando el funcionario judicial que profirió la sentencia impugnada carece, en forma absoluta, de competencia. 7.2.- Defecto procedimental absoluto: surge cuando el juez actuó totalmente al margen del procedimiento previsto por la ley. 7.3.- Defecto fáctico: se presenta cuando la decisión impugnada carece del apoyo probatorio que permita aplicar la norma en que se sustenta la decisión, o cuando se desconocen pruebas que afectarían el sentido del fallo. 7.4.- Defecto material o sustantivo: tiene lugar cuando la decisión se toma con fundamento en normas inexistentes o inconstitucionales, cuando existe una contradicción evidente y grosera entre los fundamentos y la decisión, cuando se deja de aplicar una norma exigible para el caso o cuando se otorga a la norma jurídica un sentido que no tiene. 7.5.- El error inducido: acontece cuando la autoridad judicial fue objeto de engaños por parte de terceros, que la condujeron a adoptar una decisión que afecta derechos fundamentales. 7.6.- Decisión sin motivación: se presenta cuando la sentencia atacada carece de legitimación, debido a que el servidor judicial incumplió su obligación de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos que la soportan. 7.7.- Desconocimiento del precedente: se configura cuando por vía judicial se ha fijado un alcance sobre determinado tema, y el funcionario judicial, desconoce la regla jurisprudencial establecida. En estos eventos, la acción de tutela busca garantizar la eficacia jurídica del derecho fundamental a la igualdad. 7.8.- Violación directa de la Constitución que se deriva del principio de supremacía de la Constitución, el cual reconoce a la Carta Política como un supuesto plenamente vinculante y con fuerza normativa”
. 

En este caso se encuentran satisfechos los requisitos generales de procedencia de la acción de tutela, pues la cuestión planteada tiene relevancia constitucional en cuanto involucra el derecho al debido proceso; la demandante interpuso los recursos que eran procedentes contra las decisiones en las que encuentra la vulneración de sus derechos; el amparo se solicitó de manera oportuna; las  irregularidades alegadas tienen un efecto determinante en las providencias que se impugnan, ya que podrían modificar por completo la decisión y como ya se dijo afectan derechos fundamentales de la accionante, los cuales identificó de manera razonable así como los hechos que generaron la vulneración; por último, no se trata de tutela contra tutela.

En relación con los requisitos específicos, la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha enseñado que la acción de tutela no es vía alterna para modificar las interpretaciones judiciales que en el marco de su autonomía e independencia hacen los jueces, autorizados por el artículo 230 de la Constitución Nacional, a no ser que en su ejercicio se configure una vía de hecho. 
“…Frente a las interpretaciones que realizan las diferentes autoridades judiciales en sus providencias, la intervención del juez constitucional es muy limitada y excepcional pues se encamina a comprobar que la actuación es tan arbitraria que ha desbordado el principio de autonomía judicial en perjuicio de los derechos fundamentales de alguna de las partes de la litis. Esta proposición fue desarrollada en la sentencia T-1222 de 2005 en los siguientes términos:

“(...) En este sentido, no sobra indicar que, en todo caso, los jueces civiles son intérpretes autorizados de las normas que integran esta rama del derecho y el juez constitucional no puede oponerles su propia interpretación salvo que se trate de evitar una evidente arbitrariedad o una clara violación de los derechos fundamentales de las partes. En este caso el juez constitucional tiene la carga de demostrar fehacientemente la existencia de una vulneración del derecho constitucional de los derechos fundamentales como condición previa para poder ordenar la revocatoria de la decisión judicial impugnada.

En suma, ante una acción de tutela interpuesta contra una decisión judicial por presunta arbitrariedad en la interpretación del derecho legislado -vía de hecho sustancial por interpretación arbitraria- el juez constitucional debe limitarse exclusivamente a verificar que la interpretación y aplicación del derecho por parte del funcionario judicial no obedezca a su simple voluntad o capricho o que no viole los derechos fundamentales. En otras palabras, no puede el juez de tutela, en principio, definir cuál es la mejor interpretación, la más adecuada o razonable del derecho legislado, pues su función se limita simplemente a garantizar que no exista arbitrariedad y a proteger los derechos fundamentales y no a definir el sentido y alcance de las normas de rango legal.”

Adicionalmente, bajo los mismos parámetros, la sentencia T-1108 de 2003 clasificó el conjunto de situaciones en las cuales es posible engendrar la arbitrariedad de una interpretación y, por tanto, el asomo de un defecto material o sustantivo:

“Así las cosas, y teniendo presente la sentencia T-441 de 2003, la procedibilidad de la tutela contra sentencias judiciales, por razones interpretativas, se limita a una de cuatro situaciones:

a) Se interpreta un precepto legal o constitucional en contravía de los precedentes relevantes en la materia o se aparta, sin aportar suficiente justificación.

b) La interpretación en sí misma resulta absolutamente caprichosa o arbitraria.

c) La interpretación en sí misma resulta contraria al ordenamiento constitucional, es decir, la propia interpretación es inconstitucional.

d) La interpretación, aunque admisible, conduce, en su aplicación, a resultados contrarios a la Constitución, como, por ejemplo, conducir a la violación del debido proceso constitucional.”

Para concluir, en la sentencia bajo cita se insistió en que la interpretación de las disposiciones aplicables a un proceso corresponde de manera exclusiva al juez ordinario. Por ello, recalcó que sólo en las anteriores situaciones, siempre que la anomalía sea plenamente demostrada por el demandante, podrá intervenir el juez constitucional a través de la acción de tutela…”
. 

Están pues los jueces autorizados para interpretar las normas en las que edifican sus decisiones y por ende, el ejercicio de tal facultad no constituye una vía de hecho que justifique la intervención del juez constitucional cuando sus apreciaciones no coinciden con las de las partes, a menos de revelarse arbitrarias, abusivas o caprichosas, en los términos indicados en la jurisprudencia antes transcrita.

3.- Acreditan la inspección judicial y los documentos que a tal acto se incorporaron
, que en el Juzgado Único Promiscuo Municipal de Santuario, Risaralda se tramita el proceso  divisorio promovido por Carlos Arturo Mesa Grajales contra Damaris de Jesús López Isaza, dentro del cual:

3.1 Por auto del 9 de marzo de 2016 se concedió a la demandada el beneficio de amparo de pobreza; se designó al abogado Roberto Tejada como su apoderado; se suspendió el término restante de seis días para contestar la demanda, hasta cuando este aceptara el cargo
, hecho que se produjo el 31 de marzo siguiente. En el respectivo escrito indicó “Atenderé a la señora ROSALBA GÓMEZ, en mi oficina de abogado…”
.
3.2 El 5 de abril siguiente, nuevamente el apoderado manifiesta que acepta el cargo para el que fue designado, pero esta vez expresó: “Atenderé a la señora DAMARIS DE JESÚS LÓPEZ ISAZA, en mi oficina de abogado…”
.
3.3 El 14 de abril de 2016 el citado profesional, coadyuvado por la demandada, dio respuesta al libelo
.
3.4 Por auto del 2 de mayo de 2016, teniendo en cuenta que la demanda se respondió de manera extemporánea, entre otras cosas, se decretó la venta en pública subasta del inmueble con matrícula inmobiliaria No. 297-3903
, decisión frente a la cual no se interpuso ningún recurso. 

3.5 El 31 del mismo mes el apoderado de la demandada solicitó se declarara la nulidad de todo lo actuado a partir de la aceptación del amparo de pobreza, en síntesis, porque no se le ha reconocido personería para actuar y representar en debida forma a la citada señora y por ende, carece de apoderado; la demandada es “de poca escolaridad”, no ha asumido su propia defensa y “de ahí que por eso en una oportunidad anterior le informé… que contratara un apoderado de confianza, ya que viajo poco a esa ciudad” y que un profesional de confianza debe estar muy pendiente del proceso. Adujo que se ha generado una nulidad de rango constitucional, pues no se ha dado “el trámite de debido proceso”. Más adelante indicó que se configura la de indebida representación de las partes o cuando quien actuó como apoderado judicial carece íntegramente de poder
.

3.6 Por auto del 28 de junio de 2016 el juzgado decidió negar la solicitud de nulidad. Para sustentar esa decisión expresó que la figura del amparo de pobreza goza de una especial particularidad, consistente en que como fue el mismo juzgado el que designó abogado a la demandada, no necesita reconocérsele personería judicial, pues la misma se entiende intrínseca en el auto que así lo dispuso
.

3.7 Frente a esa decisión, el apoderado de la demandada interpuso recurso de reposición porque una vez aceptado el cargo, se le ha debido reconocer personería que le permitiera actuar en el curso del proceso. Afirmó que la designación es una simple expectativa y por ende, no se puede decir que con ella se otorga aquella autorización, la que nunca ha sido concedida; si la designación se equipara al poder, tampoco se haría necesario dicho reconocimiento cuando por medio de este se actúa
.

3.8 Por auto del 21 de julio de 2016 se resolvió no reponer la providencia impugnada con fundamento en jurisprudencia de la Corte Constitucional que se encontró aplicable al caso y en los mismos argumentos en que se sustentó la decisión de no declarar la nulidad. Además agregó la funcionaria demandada que la situación que ofrece el caso concreto no es la misma de aquella en la que se otorga poder a un abogado, evento en el que sí se requiere de reconocimiento de personería y que no puede decirse que la demandada carezca de apoderado
.
4.- De acuerdo con las pruebas recogidas, puede afirmarse que la jueza demandada, al considerar que no era necesario reconocer personería al abogado designado en amparo de pobreza para representar a la demandada y que por ello ningún vicio se configuró, adoptó una interpretación jurídica que en modo alguno puede ser tachada de caprichosa; es decir, que obedezca a su mera voluntad y que por lo tanto se constituya en vía de hecho.

En efecto, dice el artículo 154 del CGP en lo pertinente: “En la providencia que conceda el amparo el juez designará al apoderado que represente en el proceso al amparado, en la forma prevista para los curadores ad-litem… El cargo de apoderado será de forzoso desempeño y el designado deberá manifestar su aceptación o presentar prueba del motivo que justifique su rechazo dentro de los tres (3) días siguientes a la comunicación de la designación; si no lo hiciere incurrirá en falta a la debida diligencia profesional…”
Del contenido de tal disposición surge que es la designación hecha por el juez y aceptada por el apoderado, la que autoriza la intervención de  tal profesional en el proceso, sin que requiera, para tal efecto, del reconocimiento de personería para actuar. 

De aceptarse, en gracia de discusión, que providencia en tal sentido ha debido producirse, esa omisión ni siquiera tendría la virtud de suspender el término de traslado para responder la demanda que corría, de acuerdo con el último inciso del artículo 152 del CGP que dice en lo pertinente: “Cuando se trate de demandado… y el término para contestar la demanda… no haya vencido, el solicitante deberá presentar, simultáneamente la contestación de aquella… y la solicitud de amparo; si fuere el caso de designarle apoderado, el término para contestar la demanda… se suspenderá hasta cuando este acepte el encargo”. Es decir, el término de que se trata solo se suspende desde cuando se solicita el amparo hasta cuando el apoderado acepta la designación y eso fue lo que acaeció en este caso.
Y el anterior comentario se trae a colación porque lo que en últimas pretende la aquí accionante es que a raíz de la nulidad procesal que considera se configuró, se dé trámite al escrito por medio del cual  dio respuesta a la demanda de manera extemporánea y se le reconozcan las mejoras que alegó el apoderado que la representa en amparo de pobreza. 

No se vislumbra entonces situación excepcional en las decisiones adoptadas por la jueza accionada que justifique la intervención del juez constitucional, toda vez que las conclusiones  a que sobre los puntos planteados llegó, no se tornan contrarias al ordenamiento constitucional. 
Se pretende con la acción propuesta, replantear una situación que fue valorada y definida por la jurisdicción ordinaria, usando la acción de amparo como medio para obtener la modificación de las providencias que le resultaron adversas, lo que no resulta posible en razón al carácter residual que la caracteriza y que no admite la discusión de asuntos que son propios de la competencia de jueces ordinarios.

Modificar las providencias porque la aquí demandante no está de acuerdo con ellas, implicaría invadir la independencia del juez, la desconcentración y autonomía que caracterizan la administración de justicia, de acuerdo con el artículo 228 de la Constitución Nacional.

6.- Para la Sala no tienen acogida los argumentos de la impugnante, por los motivos que aquí se han expuesto. Además, porque lo relacionado con el trámite del proceso de separación de bienes y la liquidación de la sociedad conyugal a que se refirió en su fallo el funcionario de primera sede, es cuestión ajena a la acción constitucional; también el hecho de que se hubiese solicitado el cambio de apoderado, pues situación como esa no la invocó la demandante como sustentó de la tutela reclamada.
7.- De acuerdo con todo lo anterior, se confirmará la sentencia impugnada, aunque se modificará para negar el amparo solicitado.

Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E

PRIMERO.- CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía, el 17 de agosto último, en la acción de tutela instaurada por la señora Damaris de Jesús López Isaza contra el Juzgado Promiscuo Municipal de Santuario, a la que fueron vinculados los abogados Rogelio Morales Ramírez y Roberto Tejada Mejía y el señor Carlos Arturo Mesa Grajales, MODIFICÁNDOLA en el sentido de negar el amparo reclamado.
SEGUNDO.- Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

TERCERO.- Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.
Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA
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